ACCIÓN DE TUTELA DE PRIMERA INSTANCIA 

RADICACIÓN  66001 22 04 003 2016 00051 00

ACCIONANTE: MILLER MORENO CASTRO (con apoderado)
ACCIONADO: J3EPMS Y OTRO
ASUNTO: HECHO SUPERADO

ANTECEDENTES PENALES/ Actualización de los datos referentes a la prescripción de proceso penal, genera hecho superado/ Imposibilidad de modificar la información para indicar que no tiene asuntos pendientes con las autoridades judiciales, ante otro requerimiento penal vigente
“(…) de conformidad con las pruebas que obran en el expediente, evidencia esta Sala que el requerimiento del actor fue resuelto por el Juzgado 3º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira no sólo porque ese Despacho había cancelado la orden de captura (…) sino que comunicó a la Policía Nacional y al SIAN sobre la prescripción  de la pena impuesta al señor Miller Moreno Castro (…)
Así mismo, se advierte que por parte de la Policía Nacional se adelantaron las actuaciones pertinentes para actualizar la base de datos con relación a la cancelación de la orden de captura (…) lo que había sido puesto en conocimiento del accionante (…)”
“No obstante lo anterior, para que la Policía Nacional – Dirección de Investigación Criminal e Interpol le modifique, actualice o cancele los datos de los sistemas tal como lo indicó la jurisprudencia acabada de relacionar, el señor Miller Moreno Castro debe presentar ante esa dependencia los soportes pertinentes con la orden de captura emitida en su contra por el Juzgado 2º Penal Municipal de Control de Garantías dentro del proceso radicado al No.2008-022515, tal como se lo había solicitado al accionante el patrullero Deiby Agudelo Toro de la Dirección de Investigación Criminal e Interpol Seccional del Quindío (…) para lo cual el actor o su apoderada judicial deberán hacer las gestiones pertinentes.”
Citas: Corte Constitucional, sentencias T-463 de 1997, T-067 de 2007, T- 1246 de 2008, C-879 de 2011 y SU- 458 de 2012
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO


TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA - RISARALDA

SALA DE DECISIÓN PENAL

M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ
Pereira, diecisiete (17) de marzo de dos mil dieciséis (2016)
Aprobado por Acta No.242
Hora: 4:00 p.m.
1. ASUNTO A DECIDIR

Se profiere sentencia de primera instancia dentro de la acción de tutela promovida por la abogada Sandra Milena Urrea Orlas, apoderada judicial del señor Miller Moreno Castro en contra del Juzgado 3º de Ejecución de Medidas de Seguridad de Pereira y la Policía Nacional.
2. RESUMEN DE ANTECEDENTES

· Indicó la apoderada judicial del Miller Moreno Castro que su representado fue condenado el 5 de febrero de 2010 a la pena principal de 30 meses de prisión y multa de 76 S.M.L.M.V. por el delito de captación masiva y habitual de dineros. Le correspondió vigilar la condena al Juzgado 3º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, que ordenó la prescripción de la condena y el archivo de las diligencias, sin que se hubiera ordenado la cancelación de la orden de captura en contra del sentenciado.

· Por lo anterior, el señor Moreno Castro se ha visto obligado a desplazarse con la copia de los documentos relativos al mencionado proceso, toda vez que la orden de captura aún se encuentra vigente, lo que consideró una vulneración a su derecho fundamental al debido proceso.

· Por lo tanto, solicitó: i) que se declare la vulneración del derecho fundamental del debido proceso por parte del J3EPMS de Pereira y de la Policía Nacional por no hacer efectivas las consecuencias de la prescripción de la sanción penal ya decretada; ii) ordenar tanto al J3EPMS de Pereira y de la Policía
 Nacional el retiro de todos los pendientes producto de la sanciones penales, toda vez que ya se decidió la prescripción de las mismas y iii) cancelar de la orden de captura que se encuentra vigente en los registros de la Policía Nacional, toda vez que el señor Miller Moreno Castro ha sido requerido en los controles de carretera al solicitarle la documentación.
· Al escrito de tutela anexó copia de los siguientes documentos: i) poder concedido por el señor Moreno Castro (en original); ii) derecho de petición del 16 de abril de 2015 dirigido al J3EPMS de Pereira; iii) auto interlocutorio del 26 de febrero de 2015 por medio del cual el J3EPMS de Pereira decretó la prescripción de la pena impuesta al señor Moreno Castro y ordenó la cancelación de la orden de captura librada en contra del mismo y iv) constancia expedida por el Juez 3º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad en el sentido de que en el Centro de Servicios Administrativos de esos juzgados, se encuentra la notificación del auto interlocutorio que decreta la prescripción de la sanción penal dentro del proceso radicado No.16151-10 (Fls. 5-13). 

2.  ACTUACIÓN PROCESAL

Mediante auto del 4 de marzo de 2016 se avocó el conocimiento de la acción de tutela, ordenó correr traslado de la misma a las autoridades demandadas (folio 16).  

3. SÍNTESIS DE LAS RESPUESTAS A LA DEMANDA
3.1. JUZGADO 3º DE EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD DE PEREIRA 
Su titular informó que el 29 de noviembre de 2011 ese Despacho revocó la libertad condicional al accionante por haber incumplido las obligaciones adquiridas, decisión que fue confirmada por el juzgado fallador; en consecuencia, se emitió la orden de captura No.290008536 en contra del señor Miller Moreno Castro para que terminara de cumplir la pena impuesta.

Mediante auto del 26 de febrero 2015 se decretó la prescripción de la sanción penal y se dispuso la cancelación de la orden de captura antes mencionada. 

Con el oficio No.S-2015-196472/DIJIN-GRAIJ-1.10 el patrullero Deiby Agudelo Toro de la Seccional Criminal del Quindío informó que el 01-04-2015 había sido cancelada la orden de captura No.290008536.

Por lo anterior, consideró que ese Despacho no ha vulnerado derechos fundamentales al accionante y por lo tanto, solicitó desvincular al juzgado de la presente demanda de tutela.

Así mismo, indicó que se había reiterado nuevamente la cancelación de la orden de captura ante las autoridades de policía para que procedieran a dejar sin vigencia la misma y en lo que tiene que ver con la multa, indicó que era una actuación de competencia exclusiva de la oficina de cobro coactivo de la Administración Judicial.  (Fl. 26)
Anexó copia del auto del 26 de febrero de 2015 que ordenó la prescripción y la cancelación de la orden de captura mencionada; de los oficios Nos.467 y 468 del 26 de febrero de 2016 dirigidos a la Policía Nacional y al SIAN; oficio No.S-2015-196472/DIJIN-GRAIJ-1.10 del 13 de abril de 2015 suscrito por el patrullero Deiby Agudelo Toro y cancelación de la orden de captura No.290008536 con fecha del 26-02-2015 (Fls. 27-32)
3.2. DIRECCIÓN DE INVESTIGACIÓN CRIMINAL E INTERPOL DE LA POLICÍA NACIONAL
El Jefe de Área de Administración de Información Criminal dio a conocer que la base de datos de la Dirección de Investigación Criminal e INTERPOL se alimenta a diario con las informaciones que para tal efecto tienen la obligación legal las autoridades judiciales de remitir sobre iniciación, tramitación y terminación de procesaos penales, así como de órdenes de captura y su cancelación.

Indicó que consultada la base de datos a nombre del señor Miller Moreno Castro, identificado con la cédula de ciudadanía No.18.188.768, se observa que la sentencia proferida por el Juzgado 4º Penal del Circuito de Pereira dentro del proceso 2009-00048 por el punible de captación masiva y habitual de dinero se encuentra actualizada con la extinción de la condena, lo que significa que el oficio del 26 de febrero de 2015 fue recibido y diligenciado en el sistema, quedando actualizada dicha información.
Sin embargo lo anterior, al accionante le aparece activa una orden de captura por un proceso, autoridad y delito diferente al que se relaciona en la presente tutela según oficio expedido por el Juzgado 2º Penal Municipal de Garantías de Pereira el 1º de febrero de 2012, para formulación de imputación por los delitos de concierto para delinquir, enriquecimiento ilícito y de particulares y lavos de activos. Por lo tanto, no es posible dar aplicación a lo dispuesto por la Corte Constitucional en la Sentencia SU-458 de 2012 y generar en la consulta en línea de antecedente como “NO TIENE ASUNTOS PENDIENTES CON LAS AUTORIDADES JUDICIALES”
Por lo anterior, consideró que no se vulneraron derechos fundamentales al accionante y solicitó que denegar la acción de tutela. (Folios 32 y 33)
4. CONSIDERACIONES DE LA SALA

4.1. Esta Sala es competente para conocer de esta acción de tutela conforme a lo dispuesto en el artículo 1º, numeral 2º  del Decreto 1382 de 2000.

4.2. La Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en su artículo 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción solo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.

4.3. Problema jurídico

Corresponde a esta Corporación determinar si las autoridades demandadas vulneraron al accionante sus derechos fundamentales al debido proceso y a la libre circulación por cuanto sigue siendo requerido por los agentes de la policía por cuanto le sigue apareciendo en la base de datos una orden de captura vigente, pese a que el proceso penal que se adelantó en su contra se encuentra extinguido. 

4.4. Para dilucidar lo anterior, la Sala hará referencia a la jurisprudencia de la  Corte Constitucional con respecto a los derechos fundamentales al buen nombre y al hábeas data, los cuales, si bien tienen una estrecha relación, poseen rasgos específicos que los diferencia, de tal suerte que la vulneración de alguno de ellos no siempre supone el quebrantamiento del otro. Al respecto, la Corte Constitucional ha escindido el núcleo de protección de tales derechos en los siguientes términos: 

“Debe decirse que en lo relativo al manejo de la información, la protección del derecho al buen nombre se circunscribe a que dicha información sea cierta y veraz, esto es, que los datos contenidos en ella no sean falsos ni erróneos. Por su parte, la garantía del derecho a la intimidad hace referencia a que la información no toque aspectos que pertenecen al ámbito de privacidad mínimo que tiene la persona y que sólo a ella interesa. Finalmente, el derecho al habeas data salvaguarda lo relacionado con el conocimiento, actualización y rectificación de la información contenida en los mencionados bancos de datos”
 (Subrayado fuera de texto)

El derecho al buen nombre puede definirse como la reputación o fama de una persona, esto es, como el concepto que el conglomerado social se forma de ella. Así, constituye un derecho de raigambre fundamental y un elemento valioso dentro del patrimonio moral y social, a la vez que es un factor intrínseco de la dignidad humana. Respecto de él, la jurisprudencia de esta Corporación ha precisado que el derecho al buen nombre se encuentra ligado a los actos que realice una persona, de manera que a través de éstos, el conglomerado social se forma un juicio de valor sobre la real dimensión de bondades, virtudes y defectos del individuo”
. 

4.5. Derecho a la circulación – libertad de locomoción (Según la Sentencia C-879 de 2011):

“El artículo 24 constitucional reconoce a todo colombiano, con las limitaciones que establezca la ley, la libertad de circular libremente en el territorio nacional, a entrar y salir de él y a permanecer y residenciarse en Colombia. Se trata de la libertad de locomoción que comprende, por lo menos en su sentido más elemental, la posibilidad de transitar o desplazarse de un lugar a otro dentro del territorio del propio país, especialmente si se trata de las vías y los espacios públicos[10], derecho reconocido en instrumentos internacionales de derechos humanos, tales como PIDCP[11] y la CADH[12].

La libertad de locomoción tiene la naturaleza de derecho fundamental el cual, adicionalmente, reviste una significativa importancia, en tanto que es un presupuesto para el ejercicio de otros derechos y garantías, como por ejemplo, el derecho a la educación, al trabajo o a la salud. [13] 

 

Puede ser objeto de las limitaciones que establezca la ley[14], la jurisprudencia constitucional ha señalado que en virtud de la natura​leza de la libertad de locomoción, la sola circunstancia del cierre de una vía implica afectar o limitar el derecho a circular libremente, salvo que exista una justificación legal y constitucionalmente razonable para ello.[15]  También ha considerado que las limitaciones a esta libertad pueden ser indirectas, es decir, pueden provenir de las consecuencias que genera la actividad que realiza una persona.[16]”

4.6. El derecho al debido proceso tiene una doble connotación, la primera derivada de la Carta de Política, denominado debido proceso constitucional y el segundo que emerge de la labor desarrollada por el legislador, denominado sencillamente debido proceso.  En términos de la Sentencia T- 1246 de 2008 el debido proceso constitucional:

 

“protege las garantías esenciales o básicas de cualquier proceso. Tales garantías esenciales aparecen definidas en el artículo 29 constitucional y son el derecho al juez natural[56]; el derecho a presentar y controvertir las pruebas; el derecho de defensa –que incluye el derecho a la defensa técnica-; el derecho a la segunda instancia en el proceso penal; el principio de predeterminación de las reglas procesales o principio de legalidad; el derecho a la publicidad de los procesos y decisiones judiciales y la prohibición de juicios secretos. Se concluye, entonces, que sólo aquellas vulneraciones comprometedoras de contenidos constitucionalmente protegido de este derecho podrán ser examinadas en sede de tutela.”
 
4.7. Solución al caso concreto

4.7.1. El motivo que llevó a la apoderada del señor Miller Moreno Castro a  interponer la presente acción, fue el hecho que pese a que desde el 26 de febrero de 2015 el Juzgado 3º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira decretó la prescripción de la pena impuesta a su representado dentro del proceso que se siguió en su contra por el delito de captación masiva y habitual de dinero bajo el radicado No.66001-31-87-003-2010-16151, el señor Moreno Castro continuó siendo requerido en los puestos de control de policía con el argumento de que le aparece vigente la orden de captura que en su momento se expidió, debiendo presentar las constancias del archivo del expediente penal para evitar que volviera a ser retenido, situación que le ha causado inconvenientes y de paso vulnera sus derechos fundamentales de al debido proceso y a la libertad de circulación.    

4.7.2. Sin embargo, de conformidad con las pruebas que obran en el expediente, evidencia esta Sala que el requerimiento del actor fue resuelto por el Juzgado 3º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira no sólo porque ese Despacho había cancelado la orden de captura No.290008536 el 26 de febrero de 2015 la que fue entregada a la Policía Metropolitana de Pereira el 9 de marzo de 2016, según sello visible a folio 31, sino que comunicó a la Policía Nacional y al SIAN  sobre la prescripción  de la pena impuesta al señor Miller Moreno Castro con los oficios Nos.467 y 468 del 26 de febrero de 2016 (folios 29 y 30).

4.7.3. Así mismo, se advierte que por parte de la Policía Nacional se adelantaron las actuaciones pertinentes para actualizar la base de datos con relación a la cancelación de la orden de captura No.290008536 el 26 de febrero de 2015, lo que había sido puesto en conocimiento del accionante mediante el oficio No.S-2015-196472/DIJIN-GRAIJ-1.10 del 13 de abril de 2015 expedido por el patrullero Deiby Agudelo Toro de la Dirección de Investigación Criminal e Interpol Seccional del Quindío cuando le informó al señor Miller Moreno Castro que se había dejado sin efecto la orden de captura No.290008536.  (Folio 32)
4.7.4. Ante la prescripción de la pena impuesta al Moreno Castro y el archivo definitivo del proceso adelantado en su contra por el delito de captación masiva y habitual de dinero bajo el bajo radicado No.66001-31-81-003-2010-16151, los derechos que  le asistían al mismo eran que se le actualizara y rectificara en la base de datos, tal como lo indicó la Corte Constitucional en sentencia SU- 458 de 2012, así: 

“La dimensión subjetiva del habeas data: la facultad específica de suprimir como parte de su objeto protegido.

18. Es jurisprudencia constante de esta Corte que el habeas data es un derecho fundamental que habilita al titular de información personal a exigir, de la administradora de sus datos personales, una de las conductas indicadas en el artículo 15 de la Constitución: "conocer, actualizar, rectificar", o una de las conductas reconocidas por la Corte como pretensiones subjetivas de creación jurisprudencial: autorizar, incluir, suprimir y certificar. Esta definición del habeas data que ensalza su dimensión subjetiva fue concebida en la sentencia T-729 de 2002 y afianzada en la sentencia C-1011 de 200837.

Para la Corte la facultad de suprimir información personal, sin embargo, no es de carácter absoluto, ni tampoco procede en todo tiempo y circunstancia. Es en cambio una facultad que sólo se activa cuando el administrador ha incumplido uno de los principios de la administración de datos. Este es el caso, cuando, por ejemplo, se administra información (en su modalidad circulación) sin autorización previa del titular, siendo tal autorización presupuesto de la legalidad del tratamiento de datos (sobre todo en al ámbito de la administración de bases de datos personales por particulares)38. O por ejemplo, cuando la administración-circulación de la información personal continúa aun después de que se ha cumplido un término de caducidad específico39.

19. Para la Corte, la facultad de supresión, como parte integrante del habeas data, tiene una doble faz. Funciona de manera diferente frente a los distintos momentos de la administración de información personal. En una primera faceta es posible ejercer la facultad de supresión con el objeto de hacer desaparecer por completo de la base de datos, la información personal respectiva. Caso en el cual la información debe ser suprimida completamente y será imposible mantenerla o circularla, ni siquiera de forma restringida (esta es la idea original del llamado derecho al olvido). En una segunda faceta, la facultad de supresión puede ser ejercitada con el objeto de hacer desaparecer la información que está sometida a circulación. Caso en el cual la información se suprime solo parcialmente, lo que implica todavía la posibilidad de almacenarla y de circularla, pero de forma especialmente restringida.

Esta segunda modalidad de supresión es una alternativa para conciliar varios elementos normativos que concurren en el caso de la administración de información personal sobre antecedentes penales. Por un lado, la supresión total de los antecedentes penales es imposible constitucional y legalmente. Ya lo vimos al referir el caso de las inhabilidades intemporales de carácter constitucional, las especiales funciones que en materia penal cumple la administración de esta información personal, así como sus usos legítimos en materia de inteligencia, ejecución de la ley y control migratorio. En estos casos, la finalidad de la administración de esta información es constitucional y su uso, para esas específicas finalidades, está protegido además por el propio régimen del habeas data. Sin embargo, cuando la administración de la información personal relacionada con antecedentes pierde conexión con tales finalidades deja de ser necesaria para la cumplida ejecución de las mismas, y no reporta una clara utilidad constitucional; por tanto, el interés protegido en su administración pierde vigor frente al interés del titular de tal información personal. En tales casos, la circulación indiscriminada de la información, desligada de fines constitucionales precisos, con el agravante de consistir en información negativa, y con el potencial que detenta para engendrar discriminación y limitaciones no orgánicas a las libertades, habilita al sujeto concernido para que en ejercicio de su derecho al habeas data solicite la supresión relativa de la misma…

…El derecho a suprimir información negativa, y la doble naturaleza del habeas data en este caso.

32. En siete de los trece expedientes acumulados, los demandantes, de forma previa a la interposición de la acción de tutela solicitaron formalmente al entonces DAS la "corrección", "actualización", "eliminación", "cambio de la leyenda", "cancelación" de su información personal sobre antecedentes penales. En todos estos casos los actores habían cumplido la pena o la misma estaba prescrita. Frente a todos la respuesta del entonces DAS fue negativa. La Corte advierte que en estos siete casos, el entonces DAS desconoció el derecho subjetivo de habeas data de los peticionarios en su componente "suprimir".

Como se indicó a partir de la consideración 18 de este fallo, la facultad de suprimir es una de las conductas reconocidas por la Corte como pretensiones subjetivas de creación jurisprudencial suficientemente reconocida en la jurisprudencia constitucional45. Sin embargo, en este caso la facultad de suprimir no es absoluta, ni incluye la pretensión de desaparición total de la información sobre antecedentes de la base de datos respectiva. La facultad de supresión debe entenderse en juego dinámico con el resto de los principios de administración de información personal, y sobre todo, en relación con el principio de finalidad. Es claro que la conservación de los antecedentes penales cumple finalidades constitucionales y legales legítimas a las que ésta Corte ha hecho constante referencia (moralidad de la función pública, aplicación de la ley penal, actividades de inteligencia, ejecución de la ley). Por tanto, considera la Corte que no hace parte del derecho de habeas data en su modalidad suprimir, la facultad de exigir al administrador de la base de datos sobre antecedentes penales, la exclusión total y definitiva de tales antecedentes. En este caso, no hay, en los términos de la sentencia T-414 de 1992, un derecho al olvido como tal. No lo puede haber, al menos, mientras subsistan las finalidades constitucionales del tratamiento de este tipo específico de información personal. 

Sin embargo, es opinión de la Corte que, en virtud del propio principio de finalidad, unido a los de utilidad, necesidad y circulación restringida, si hace parte del derecho fundamental al habeas data la facultad de supresión relativa. El habeas data en esta modalidad fue desconocido en este caso. Además, el propósito del habeas data-supresión fue truncado por el entonces DAS al impedir que los titulares de la información personal negativa limitaran la circulación de dicha información para evitar ser rechazados, discriminados o excluidos. El habeas data en su facultad supresión es especialmente importante cuando se ejerce frente a la administración de información personal negativa, la cual tiene por si misma un alto potencial dañino al entrar al ávido torrente de la sociedad. Al no omitir la expresión que permitía inferir la existencia de antecedentes penales de los peticionarios, e inhibir así las facultades de control de la información personal, el entonces DAS vulneró el derecho al habeas data en su modalidad supresión relativa. 

33. A esta vulneración del habeas data en su dimensión subjetiva-supresión, se le suma el entorpecimiento de la función de garantía de otros derechos, propia del habeas data, por parte del entonces DAS. 

La Corte pudo constatar en estos casos que la vulneración del habeas data, trajo aparejada la vulneración del derecho al trabajo. La correcta o incorrecta administración de datos personales tiene efectos, en muchas ocasiones, en las condiciones de ejercicio de los derechos fundamentales de los sujetos concernidos por dicha información. En el presente caso, los peticionarios acuden al habeas data por que intuyen, sienten o saben que la información negativa que aparece en el certificado judicial, o en la constancia de antecedentes, funge como una barrera para la consecución de un empleo; saben que dicha información se convierte de facto en un factor de discriminación. La publicidad indiscriminada de esta información torna especialmente difícil y traumático, para quienes tienen antecedentes, retomar su plan de vida en la legalidad y barajar de nuevo las cartas de la vida después de haber saldado cuentas con la justicia. 

Al valorar estas circunstancias, la Corte, en la sentencias T-632 de 2010 (al resolver un problema jurídico similar al del presente caso) consideró que la expedición del certificado judicial, utilizando una fórmula que permitiera a terceros inferir la existencia de antecedentes penales, vulneraba el derecho de habeas data y el derecho al buen nombre. En relación con este último y en tal contexto, la Corte consideró: "[C]omo lo muestra una relevante gama de estudios criminológicos, en las sociedades en las cuales existe un sistema penal como el colombiano, quien ha sido considerado social e institucionalmente como delincuente (…) recibe por parte de la sociedad –si es que esta se entera de la falta- una especie de condena adicional, de carácter informal, y es la de llevar consigo el estigma (la etiqueta) de delincuente, a pesar incluso de que muestre todos los esfuerzos encaminados a insertarse en el orden legal y a respetar hasta escrupulosamente las normas de convivencia. [Nota al pie número 6, relacionada con el "enfoque del etiquetamiento"] Ser delincuente es, en nuestra sociedad y sin lugar a dudas, un atributo vergonzoso (…) Por eso, consignar de una u otra forma en un documento público, que debe exhibir una persona para adelantar actividades relacionadas con su libertad general de acción, [Nota al pie número 7, relacionada con las finalidades del certificado judicial según sentencia C-536 de 2006] las huellas (…) de su pasado deshonroso, contribuye a debilitar la reputación que ha logrado formarse, o puede incluso dificultarle construirse una en el futuro, si es que aún no lo ha conseguido." 

Considera la Sala Plena que en el caso bajo estudio se verifica el diagnóstico de la Sala Primera de revisión en la sentencia T-632 de 2010, en relación con las consecuencias sociales del conocimiento acerca de si A, B o C tienen antecedentes penales. No tanto en relación con la reputación que estos hayan tenido o que esperen construir en el futuro, asunto que no ha sido objeto de estudio en este caso, sino en concreto, en relación con los efectos nocivos y aquí verificados sobre las condiciones para conseguir empleo o para conservar el actual. La Corte constata que, en este caso, el conocimiento sobre los antecedentes ha fungido como fuente privilegiada de prácticas de exclusión y de discriminación claramente prohibidas por la Constitución…”.

En aquella oportunidad la Corte Constitucional ordenó al Ministerio de Defensa-Policía Nacional, como administrador responsable de la base de datos sobre antecedentes penales que, para los casos de acceso a dicha información por parte de particulares, en especial, mediante el acceso a la base de datos en línea a través de las plataformas respectivas de la Internet, omitiera emplear cualquier fórmula que permitiera concluir la existencia de antecedentes judiciales por parte de los accionantes, si estos no eran requeridos, ni tenían cuentas pendientes con las autoridades judiciales. Para tal fin, dispuso retomar la práctica administrativa del entonces DAS vigente hasta antes de la expedición de la resolución 1157 de 2008. Esto es, que la leyenda sobre el certificado o la constancia de los antecedentes penales, sea por escrito, sea en documento electrónico o de cualquier otra forma posible, sea la misma empleada en la resolución 1041 de 2004 del entonces DAS. Es decir: “no tiene asuntos pendientes con las autoridades judiciales”. 
4.7.5.  No obstante lo anterior, para que la Policía Nacional – Dirección de Investigación Criminal e Interpol le modifique, actualice o cancele los datos de los sistemas tal como lo indicó la jurisprudencia acabada de relacionar, el señor Miller Moreno Castro debe presentar ante esa dependencia los soportes pertinentes con la orden de captura emitida en su contra por el Juzgado 2º Penal Municipal de Control de Garantías dentro del proceso radicado al No.2008-022515, tal como se lo había solicitado al accionante el patrullero Deiby Agudelo Toro de la Dirección de Investigación Criminal e Interpol Seccional del Quindío, mediante el oficio No.S-2015-196472/DIJIN-GRAIJ-1.10 del 13 de abril de 2015 (folio 32), tantas veces mencionado, para lo cual el actor o su apoderada judicial deberán hacer las gestiones pertinentes.
4.7.6. Así las cosas, la Sala puede establecer que la pretensión principal del accionante se encuentra satisfecha, y por tal razón no existe la necesidad de entrar a analizar si existe o no una conculcación de derechos en tal sentido con respecto  En ese sentido, el artículo 26 del Decreto 2591 de 1991 señala que cuando la tutela está en curso y se dicta la resolución administrativa o judicial que revoque, detenga o suspenda la actuación impugnada, “se declarará fundada la solicitud únicamente para efectos de indemnización y de costas, si fueren procedentes”. De allí que al haberse ya realizado el propósito de la demanda tutelar sobre ese punto específico, carece de objeto, tal como lo ha reiterado la Corte Constitucional de la siguiente manera:

“…el objeto esencial de la acción de tutela es garantizar la efectiva e inmediata protección de los derechos fundamentales, pues, ciertamente, el sentido de este amparo judicial es que el juez constitucional, una vez analizado el caso particular, pueda proferir un fallo en procura de la defensa de los derechos vulnerados al afectado, siempre y cuando exista motivo para ello. Pero si la situación fáctica que generó la amenaza o vulneración ya ha sido superada, la decisión que pueda proferir el juez de tutela  no tendría ninguna resonancia frente a la posible acción u omisión de la autoridad pública, pues, a los afectados ya se les satisfizo lo pretendido en el escrito de tutela, mediante la actuación positiva de las autoridades públicas al garantizar eficazmente el derecho fundamental.
 

Todo lo anterior permite establecer que el motivo que originó la presente acción de tutela ha desaparecido durante el trámite de ésta, ello por la actividad de las entidades accionadas y vinculadas, lo cual indica que no se hace necesario impartir una orden en tal sentido, configurándose con ello la figura del hecho superado.  

5. DECISIÓN

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad conferida en la Ley,

RESUELVE:

PRIMERO: DECLARAR la existencia de un hecho superado en la acción de tutela interpuesta por la apoderada judicial del señor Miller Moreno Castro. 

SEGUNDO: ORDENAR notificar esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991. Y en caso de no ser objeto de recurso se ORDENA remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ 

Secretaria
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